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Resumen

A pesar de las expectativas que podamos tener con la nueva administración nacional, no hay que olvidar que en los últimos años Argentina ha caído en una crisis que ha cuestionado el sentido de todas las instituciones tanto a nivel económico como político y social. En el primer aspecto se ha pasado por una recesión de 4 años y una disminución considerable del PBI. En el segundo, se ha acrecentado la apatía hacia las instituciones públicas y gubernamentales. En cuanto al tercer nivel se mantienen altos índices de pobreza, desempleo y desigualdad. Por todo esto, bajo una perspectiva integral de los problemas  es desde donde podremos construir nuevas políticas para organizar una sociedad más desarrollada y democrática.

En este sentido intentaremos ver 1. los límites estructurales que le impone la economía al Estado y cómo se ha movido el país en torno a las presiones de los mercados (relación estado-economía) 2 las condiciones que tiene que garantizar el Estado para el desarrollo de una democracia plena y en que grado se da esto en Argentina (relación Democracia-Estado) y 3. Como conclusión, en qué forma el Estado puede orientarse para fomentar políticas públicas en una estrategia para un modelo de desarrollo y democracia sustentables.

Una perspectiva de análisis para estudiar la realidad Argentina.

En los últimos años una serie de acontecimientos tanto a escala mundial como principalmente dentro de nuestro país han cuestionado el paradigma hegemónico en los ’90 caracterizado por las políticas neoconservadoras expresadas y sintetizadas en el consenso de Washington y los organismos multilaterales de crédito. En el marco de la escena internacional estas recetas de liberalización indiscriminada de los mercados financieros comenzaron a mostrar fisuras desde la caída del bath tailandés en 1997, lo que desencadenó una serie de crisis en los tigres del sudeste asiático. Desde allí continuó con las caídas de las bolsas de Rusia, Turquía y Brasil (1) hasta llegar a la crisis Argentina del 19 y 20 del 2001. Con estos indicadores comienza a fragmentarse el auge del pensamiento único neoconservador mostrando el Banco Mundial, ya para ese año, un informe sobre la necesidad de rever algunas de las medidas que había impulsado años antes (2). 

En lo referente a la situación nacional, indudablemente, la crisis del 19 y 20 de diciembre de 2001 se constituyó en un hito que marcó el colapso de un modelo económico basado en la convertibilidad (currency board) sostenida por 10 años, propiciando un derrumbe simultáneo de la solvencia de los bancos, del régimen del tipo de cambio, con un desarrollo del desempleo y de la pauperización, y una pérdida bastante considerable de la legitimidad del gobierno y del estado ( 3). 

Esta crisis Argentina atravesó a todas las instituciones políticas, sociales, económicas y culturales del país y aunque hoy se hayan producido avances en algunos aspectos institucionales como la depuración de una Corte Suprema de justicia - de la cual algunos de sus miembros altamente cuestionados fueron suplantados – y aunque la figura del actual presidente cuente con una alta imagen positiva dentro de los estudios de opinión pública, continuamos en una etapa transicional donde todo lo nuevo no a terminado de nacer y lo viejo aún perdura. En esta breve introducción del marco en que vivimos es que se origina el análisis presente. 

Existen distintas perspectivas desde las cuales se puede investigar las instituciones políticas, el Estado y la sociedad civil. La obra conjunta de Alford y Friedland (4) sobre estas cuestiones es muy esclarecedora y nos vamos a referir a ella para elegir la dimensión sobre la que enfocar este trabajo. Siguiendo a estos autores, existen tres perspectivas de análisis: 1 Pluralista, cuyo dominio es el de las interacciones entre los individuos; 2 Dirigencial: centrada en las organizaciones y las elites que las componen; y 3 Clasista, orientada a estudiar la relación entre Capitalismo Estado y Democracia. Cada una de estas visiones tiene importancia para marcar un aspecto del Estado pero de acuerdo a los planteos y necesidades que tenga una sociedad son mas productivos unos análisis que otros. Un ejemplo de ello es el que exponen los mismos autores al plantear que la perspectiva pluralista es propia de las situaciones de “política normal” y esto es razonable ya que cuando las instituciones sociales y estatales son estables y mantienen legitimidad, se entiende que los problemas mas importantes se centran en como las interacciones individuales actúan manteniendo esas instituciones. Esta perspectiva la descartaremos para nuestro análisis ya que la consideramos poco pertinente para la situación argentina: si no se tocan otras variables institucionales y sistémicas es evidente que tan sólo desde las motivaciones individuales voluntaristas no van a producirse mejorías sustanciales. Sería importante en este aspecto romper con las argumentaciones simplistas que atribuyen el destino de nuestro país meramente a las capacidades del presidente de turno, explicando de esta forma los 10 años de convertibilidad por la astucia y perversidad de Menem y Cavallo y la crisis de este modelo por la lentitud e incapacidad de De La Rua, con lo que, consecuentemente, hoy tendríamos que esperar una salvación poniendo las esperanzas en la valentía de Nestor Kirchner para afrontar los cambios necesarios.

Respecto de la perspectiva dirigencial, creemos que - si bien tiene un marco de análisis mas interesante en cuanto estudia las relaciones de poder que existen entre las distintas organizaciones estatales y sus clientelas - no llega a dar cuenta de cómo estas operan en el marco de una realidad social caracterizada por una forma económica que la condiciona. Efectivamente, el estado tiene una racionalidad acotada ya que sus burocracias están interesadas en mantenerse más allá de los objetivos formales por las cuales surgieron, pero esto no explica el porqué en algunos momentos este “desplazamiento de objetivos” es más fuerte que en otros, ni tampoco el por que logran perdurar algunas agencias y otras no. En suma, esta perspectiva tampoco apunta predominantemente hacia el problema central que puede destrabar el conflicto que vive el país.

Por último, si volvemos hacia la tercera dimensión, vemos que va de lleno hacia la relación entre Estado, Democracia y Capitalismo (Desarrollo económico), que es la que nos convoca a nuestro encuentro. De allí proviene la riqueza de este tipo de enfoque en momentos en que tenemos que reorganizar un nuevo modelo económico, un nuevo rol del Estado y nuevas instituciones que profundicen la democracia para todos los ciudadanos del país. 

Durante muchos años, la amenaza latente de las fuerzas que apoyaron los regímenes burocrático autoritarios (5) condicionaron a las teorías de la transición a la democracia convirtiendo a esta en una serie de premisas procedimentales por medio de las cuales elegir representantes. Se construyó así un edificio argumental que planteaba la necesidad  de desvincular a la política de las demandas sociales que sobrecargaban la capacidad de acción del Estado y generaban grandes problemas de gobernabilidad. Por ende, se intentaba que el estado no intervenga en la economía sino generando reformas democráticas en el régimen institucional para luego en una segunda etapa lograr avanzar hacia una modernización social y económica. De esta forma se invirtió la ecuación formulada por Schumpeter y los liberales de la pos guerra quienes planteaban que la modernización (fundamentalmente económica y social) de la sociedad era condición necesaria para la estabilización de un gobierno democrático (6). 

Se trata entonces de volver a establecer análisis que relacionen las esferas política y económica para descubrir la imbricación de ambas en pos de poder reconocer las consecuencias que presentan las transformaciones de una esfera en la otra. En este sentido intentaremos ver 1. los límites estructurales que le impone la economía al Estado y cómo se ha movido el país en torno a las presiones de los mercados (relación estado-economía) 2 las condiciones que tiene que garantizar el Estado para el desarrollo de una democracia plena y en que grado se da esto en Argentina (relación Democracia-Estado) y 3. en qué forma el Estado puede intervenir para fomentar políticas públicas en una estrategia para un modelo de desarrollo y democracia sustentables.
1. Los límites económicos del Estado.

a. Límites sistémicos

El reputado politólogo argentino Guillermo O´Donnell, quién se ha dedicado a investigar las especificidades de los estados y la democracia en América Latina, realiza la siguiente definición:

“Por estado entiendo un conjunto de instituciones y relaciones sociales (casi todas ellas sancionadas y respaldadas por el sistema legal de ese estado) que normalmente penetran y controlan la población y el territorio que ese conjunto delimita geográficamente…Esas instituciones tienen como último recurso, para implementar las decisiones que toman, la supremacía que normalmente ejercen sobre el control de los medios de coerción en dicho territorio.”(7)

Como el mismo autor afirma, esta definición abreva en raíces weberianas salvo por el hecho de descartar como condición necesaria el aspecto de la legitimidad, cosa que en América Latina demostró que no necesariamente está presente – remitirse nuevamente a la extensa literatura sobre los estados burocrático autoritarios para este punto. Desde esta perspectiva podría inducirse a pensar que el estado organiza las relaciones sociales de acuerdo con la propia voluntad de los agentes que controlan sus aparatos administrativos. En este sentido, desde el Congreso Nacional y la administración pública existiría un potencial casi infinito para elaborar la organización del orden social. Pero en seguida O´Donnell nos aclara que el estado es co-constitutivo de una relación de dominación que con mucho excede la intervención del Estado y que el mismo tiene por función garantizar esa relación social capitalista (8)– con lo que volvemos hacia el aspecto económico que es el que a los fines de este trabajo interesa. 

¿Dónde podemos encontrar elementos analíticos que demuestren esta necesidad del Estado de garantizar el desarrollo de la economía de mercado? Una conceptualización propuesta por el politólogo alemán Claus Offe nos puede asistir en este punto. Para él, el Estado opera en torno a cuatro condiciones básicas (9):

1. Propiedad privada: desde su constitución jurídica, el poder político no puede organizar la producción material sino que son las decisiones privadas las que determinan los medios de producción.

2. Restricciones tributarias: El poder político depende indirectamente – por los mecanismos del sistema impositivo –del volumen de crecimiento privado.

3. Acumulación: por este motivo, el poder estatal está interesado en promover las condiciones para la acumulación privada. Esto independientemente de que los centros de decisión estatal tengan vínculos o no con respecto a algún sector empresarial.

4. Legitimación democrática: los canales de acceso al poder estatal se organizan en torno a la elección de la ciudadanía.

Bajo estas condiciones, el Estado presenta una determinación dual del poder político: por un lado, la forma institucional del Estado se circunscribe a las reglas del gobierno democrático y representativo, mientras que su contenido material está condicionado por las exigencias del proceso de acumulación privada. Este es el nudo gordiano que el Estado necesita desatar equilibrando la necesidad de crecimiento económico - y por lo tanto la generación de condiciones aceptables de rentabilidad para las inversiones privadas – con la legitimación de este orden frente a la sociedad, lo que implica también generar condiciones de vida aceptables para los sectores mayoritarios de la población. Es en este marco donde se producen algunos de los problemas de legitimación del capitalismo tardío (10) que el Estado tiene que intentar resolver. 

Durante los treinta años en los que el modelo de Estado de Bienestar mantuvo su hegemonía, se organizaron políticas keynesianas de intervención estatal mediante acciones proteccionistas en base a subsidios para que los trabajadores y empresarios sobrevivan en el escenario de la competencia del mercado. De esta forma se logró mantener durante un tiempo considerable altas tasas de ganancia a la par de acrecentar el bienestar de los sectores populares y mantener altos índices de empleabilidad. Sin embargo, llegado un punto en el desarrollo de este modelo, la critica por parte de los grupos del capital mas concentrado comenzó a plantear que los sectores de la economía no controlados inmediatamente por los mecanismos de mercado  absorbían una proporción cada vez mayor de la fuerza laboral y el producto social, acrecentando la necesidad de financiamiento fiscal del Estado en detrimento de la inversión privada. Un ejemplo de este proceso es el creciente desarrollo de dependencias estatales que regulaban cada vez más funciones sociales, de formación laboral, de coordinación empresarial, infraestructura, etc. Evidentemente, todas estas funciones tenían que ser financiadas por el Estado desde el sistema tributario, que en momentos de la caída de la tasa de crecimiento provocaba crisis fiscales. Sin embargo, la intervención estatal fue propiciada como forma de resolver la tendencia inherente a expulsar mano de obra que quedó desocupada y a las empresas menos adelantadas que fueron a la quiebra por no poder afrontar las innovaciones tecnológicas en la producción que comenzaron a surgir en la década del ’70. Dichas innovaciones necesitaban grandes volúmenes de inversión y quienes pudieron realizarlas se convirtieron en sectores con gran capacidad para controlar los mercados, gozando de un alto margen de rentabilidad. La implementación de estas nuevas tecnologías en el proceso productivo - fundamentalmente en el ámbito de la informática - produjo el abaratamiento de los costos y la velocidad de la información, que contribuyó a un desplazamiento de las inversiones a escala mundial y a la deslocalización de empresas que buscaron países con menores regulaciones para ejercer sus negocios. En este contexto denominado como globalización, el Estado perdió capacidad para regular la economía y fue presa de las presiones por desregular actividades productivas y privatizar servicios públicos en una competencia compulsiva por “atraer inversiones”. 

b. Influencia en Argentina

El caso argentino es paradigmatico en este tipo de políticas que fueron implementadas a rajatablas durante la década de los ’90 en la que se produzco un crecimiento en los indicadores macroeconómicos pero en base a un constante crecimiento del endeudamiento externo tanto público como privado. 

Cabe señalar dos falencias que el Estado Argentino presentó en este tipo de coyuntura: 1. Perdida del equilibrio entre promoción del crecimiento económico y legitimidad social, privilegiando lo primero sobre lo segundo a costa de un constante crecimiento de la desigualdad en el país, 2. Desresponsabilización de la función estratégica que tiene el estado en garantizar la reproducción de un modelo de crecimiento económico en el largo plazo: propiciando como consecuencia cuatro años de recesión económica y la expatriación de capitales por más de 120 mil millones de dólares de argentinos que decidieron colocar sus inversiones en otros países más confiables.

Efectivamente, si bien existió una coyuntura que inflexionaba al Estado a achicar el gasto público y a liberar sectores de la economía a los mecanismos de libre concurrencia en el mercado, las reformas estatales tan sólo estuvieron orientadas hacia lo último, abriendo la economía compulsivamente sin prever ninguna consecuencia en el mediano y largo plazo. Por lo tanto, no se tuvieron en cuenta los niveles crecientes de desigualdad social que transformaron a un país que gozaba de un amplio porcentaje de sectores medios en uno con mas de la mitad de la población por debajo de la línea de pobreza, deslegitimando el rol del Estado como promotor del bienestar común. Pero lo que es aún peor, desde la propia perspectiva en que se llevaron las transformaciones, si bien el Estado Nacional se desprendió de empresas públicas y de recursos estratégicos al igual que de muchas dependencias públicas, y a esto sumado la transferencia del financiamiento de la educación y la salud a la esfera de los gobiernos provinciales, el gasto público continuó creciendo con lo que tampoco se cumplió el objetivo de la estabilización y el equilibrio fiscal.

En la tercera sección intentaremos mostrar que aún en contextos desfavorables se pueden implementar otras estrategias desde el Estado para contribuir hacia un desarrollo sustentable con equidad.

2. Régimen y Estado democrático.
Existen una gran variedad de Teorías sobre la democracia que están planteadas en el marco de controversias insalvables que pueden resumirse en dos grandes familias. Por un lado están las teorías que entienden la democracia como un conjunto de reglas formales y condiciones de elección por parte de la ciudadanía, entre un determinado grupos de elites en competencia, para ocupar cargos de acceso a las decisiones gubernamentales. Estas teorías se basan en análisis descriptivos sobre el funcionamiento de los regímenes institucionales modernos. Otra visión es la que abarca teorías que entienden a la democracia como una forma de vida dentro de la sociedad en la que las personas pueden desarrollar sus capacidades de participación en el debate sobre los asuntos públicos en pos de un mejoramiento de las condiciones de vida del conjunto social, estas últimas son teorías de carácter normativista que sitúan a  la democracia mas allá de régimen y plantean lo que la democracia debe ser. En esta sección desarrollaremos principalmente la primer visión no sin establecer algunas criticas de la segunda que puedan complementarla.

Dentro de las teorías descriptivas de la democracia - muchas veces mal catalogadas como procedimentalistas - autores de referencia obligada son Joseph Schumpeter y Robert Dahl. Ambos autores describieron a la democracia no sólo como un conjunto de reglas para decidir quién gobierna sino también aclarando una serie de circunstancias que hicieran posible esas normativas, por ejemplo, Schumpeter recordaba que había que acotar “las condiciones para el éxito del método democratico” al caso de “los países de gran industria de tipo moderno”(11).  Asimismo Dahl en su célebre definición de poliarquía plantea siete condiciones necesarias para su establecimiento que no remiten en su totalidad a reglas formales sino también a instituciones sociales, a saber: 1. autoridades públicas electas, 2. elecciones libres y limpias (no fraudulentas), 3. sufragio universal, 4. derecho a competir por los cargos públicos, 5. libertad de expresión, 6. información alternativa, 7. libertad de asociación. Estas son las libertades políticas mínimas para establecer un régimen democrático que planteaba el politólogo norteamericano con el fin de conceptualizar las instituciones gubernamentales de los países desarrollados.  Para el caso de América latina, Juan Linz y Guillermo O’Donnell ha sugerido las siguientes aclaraciones al esquema de un régimen democrático, estas apuntan a que cumplan complementariamente las condiciones de: 1. poder cumplir efectivamente el mandato establecido, 2. las autoridades no deben estar sujetas a vetos o exclusiones por actores no electos, en especial las Fuerzas Armadas (12), y podrían agregarse 3. existencia de al menos dos partidos que compitan, 4. que los funcionarios elegidos finalicen sus mandatos. Como se ve, si seguimos estos requisitos podemos apreciar que en América Latina fueron muy pocos los regímenes democráticos a lo largo de la historia. Sin embargo hoy en día, si bien parecen ser varios los países de América Latina – entre ellos Argentina - que cumplen formalmente estos requisitos, no están encaminados a ser unas democracias representativas sino mas bien se las podría caracterizar como democracias delegativas (13). Estas se basan en la premisa de que la persona que gana la elección presidencial está autorizada a gobernar como él o ella crea conveniente, por lo tanto las medidas de gobierno no necesitan guardar ningún parecido con las promesas de campaña. En consecuencia, las elecciones en el marco de las democracias delegativas son un acontecimiento sumamente emotivo, en el cual las apuestas son muy altas: los candidatos compiten por la oportunidad de gobernar exentos virtualmente de toda restricción salvo las impuestas por las relaciones de poder         , no institucionaizadas. Luego de la elección se espera que los votantes/delegadores vuelvan a ser una audiencia pasiva pero complaciente de lo que hace el presidente. 

Para explicar lo que sigue es preciso definir el concepto de accountability (rendición de cuentas) utilizado por la literatura de la ciencia política: por medio de ella, el representante es responsable por su accionar ante quienes lo autorizan a hablar en su nombre. Existen así, tres tipos de accountability: 1 vertical electoral, referido al poder de la ciudadanía de relevar al representante en elecciones limpias, 2. accountability vertical de tipo societal, es ejercida por grupos y aun por individuos con el propósito de movilizar el sistema legal para plantear demandas al estado, y 3. accountability horizontal, ésta resulta cuando algunas instituciones debidamente autorizadas del estado actúan para prevenir, compensar y/o condenar acciones o inacciones presumiblemente ilegales de otras instituciones del estado o funcionarios/as. La accountability vertical electoral debe existir por definición misma del régimen democrático; en cambio, el grado y efectividad de la societal y de la horizontal es variable entre casos y a lo largo del tiempo. Estas variaciones son relevantes para evaluar la calidad de la democracia. Así, la democracia delegativa pasa a ser meramente un mecanismo de accountability vertical utilizado por una ciudadanía (de baja intensidad) una vez cada cuatro años.  

Este punto es crucial para entender muchos de los problemas de la democracia argentina ya que sus causas radican en la falta de los dos otros mecanismos de accountability que no son característicos del régimen sino del Estado. Volvemos así a la relación entre Estado y Democracia para ver cómo el primero falla en garantizar las condiciones de posibilidad de la segunda. 

Efectivamente, volviendo a unos de los rasgos específicos del Estado, éste se caracteriza por constituir un sistema legal que organiza un cierto orden respaldado coactivamente dentro de un territorio formalmente delimitado. Aun bajo un régimen democrático, la legalidad del estado es una mezcla compleja de igualdad desigualdad. Por una parte, esta legalidad sanciona los derechos universalistas de la ciudadanía política y civil. Por otro lado, esta misma legalidad sanciona dos tipos de desigualdades. Una, la resultante de la organización jerárquica, legalmente regulada, de las instituciones burocráticas del estado. El segundo tipo de desigualdad resulta del hecho importante (pero que últimamente ha sido muy descuidado) de que esta misma legalidad textura la condición capitalista de la sociedad(14). Pero en un estado democrático de derecho todos están sujetos a la autoridad legal de alguna otra institución (o instituciones)—este sistema legal “cierra”, en el sentido de que supuestamente nadie está por encima o más allá de sus reglas, es decir, que justamente posee la capacidad de desarrollar un proceso de accountability horizontal y vertical societal. 

Ahora bien, un aspecto crucial del sistema legal (1) es su eficacia, el grado en el que realmente ordena relaciones sociales. Este buen ordenamiento implica también la efectividad de la otras dos dimensiones constitutivas del Estado: (2) la del conjunto de aparatos que lo constituye con sus respectivas burocracias y (3) la función ideológica de aparecer como un “estado para la nación” es decir para el bien común. Si estos tres elementos actúan de manera efectiva y coordinada, el Estado tiene un pleno alcance a) territorial (es decir en toda la jurisdicción nacional en la que tiene competencia) y b) funcional (o sea, para todos los ciudadanos independientemente de consideraciones de clase, género, etnia u otros atributos de los actores respectivos). 

Dadas estas características vemos que la ciudadanía no es sólo política sino que el sistema legal también posee una dimensión pública de relaciones privadas, contractuales, garantizadas por el “estado en tanto ley” que implica el derecho de todo ciudadano a reclamar en los tribunales de justicia, acceder a los servicios estatales en igualdad de condiciones, etc.

Ahora bien, en el marco histórico argentino caracterizado por la herencia autoritaria de los regímenes dictatoriales militares, el alcance del Estado encuentra lagunas funcionales como territoriales muy extensas. Asimismo, aun en regiones donde el sistema legal tiene alcance, éste es aplicado no pocas veces con sesgos discriminatorios contra varias minorías y aun mayorías, tales como las mujeres y los pobres. A muchos se les niega derechos sociales básicos, como bien lo sugiere la pobreza y desigualdad ampliamente extendida. A estas personas también se les niega derechos civiles básicos: no disfrutan de protección contra la violencia policial y varias formas de violencia privada; se les niega acceso igualitario a las agencias del estado y los juzgados; sus domicilios pueden ser invadidos arbitrariamente; y, en general, están forzados a vivir una vida no sólo de pobreza sino también de  humillación recurrente y de miedo a la violencia, muchas veces perpetrada por las “fuerzas de seguridad” que supuestamente deberían protegerlos. 

O´Donnell ha realizado una tipología de distintas zonas que poseen estos tipos de Estado(15): en Argentina nos encontraríamos con muchas “zonas marrones”, esto significa lugares en donde el Estado no llega ni con sus dependencias y sus burocracias para garantizar los derechos de los ciudadanos, o en su defecto lo hacen intermitentemente. En estas regiones “marrones” prevalecen varios tipos de legalidad de carácter informal, patrimonial y/o mafioso. En las “zonas marrones” se celebran elecciones, hay gobiernos, burocracias y legisladores nacionales y  provinciales. Pero en estas ni el acceso a la candidatura o las elecciones en sí mismas (particularmente las elecciones locales) son ejemplos de procesos limpios y abiertos. Recordemos hechos como los que en Catamarca en el marco de las elecciones a senadores provinciales realizaron grupos identificados con la hinchada de chacarita ligada al dirigente José Luis Barrionuevo, paralizando la elección y quemando las urnas.

Estos actores funcionan sobre la base de instituciones informales tales como el personalismo, familismo, prebendarismo, caciquismo y similares. Estos circuitos de poder —basados en la obliteración de la frontera entre lo privado y lo público y en el truncamiento de la legalidad del estado— también están representados en el centro de la política nacional, comenzando con la institución, Congreso, que supuestamente es la principal fuente de tal legalidad. En general, los intereses de los legisladores “marrones” son bastante limitados: mantener funcionando el sistema de dominación privatizada que los ha elegido y canalizar hacia ese sistema tantos recursos del estado como sea posible. La tendencia de su voto es, por lo tanto, conservadora y oportunista.

Estas tendencias particularístas que erosionan los componentes democráticos del estado se vieron reforzadas por la reforma estatal que transfirió responsabilidades como el mantenimiento de la educación y salud públicas a las provincias y otras agencias sin la correspondiente contrapartidas presupuestarias, fragmentando más la coordinación entre las funciones del Estado Nacional, debilitado el control sobre estas áreas marrones y (debido a la escases de recursos) generado condiciones que presionen a las burocracias y sus clientelas a progresar económicamente por medios ilícitos. El aparato estatal se transforma así en una serie de agencias descoordinadas, cuyo personal, en los niveles más bajos, está pobremente remunerado y motivado, privado de cualquier sentido o posibilidad de realizar una carrera profesional en la administración pública y, en sus niveles más altos, con funcionarios burocráticos y políticos frecuentemente ocupados en prácticas colusivas con intereses privados. Reducido a sus burocracias y privado de su legalidad, el estado se transforma en un lugar de uso de recursos de poder desplegados para el logro de objetivos privados. En este marco, el estado deja de impulsar y garantizar los derechos sociales básicos de sus ciudadanos y pierde toda legitimidad ideológica en cuanto a estado promotor del bienestar común. Es por todo esto que los índices de opinión pública demuestran que una gran mayoría de la sociedad no encuentra en la política y en las instituciones democráticas más que canales para el logro del enriquecimiento individual y no una herramienta que contribuya al mejoramiento de las condiciones de vida del conjunto. 
3. Políticas Estatales para un desarrollo sustentable y democrático.

De los análisis anteriores podemos ver por un lado que las necesidades de la lógica de crecimiento de la economía le impone algunas exigencias al Estado, a su vez, vemos que este tiene un aspecto determinante en la garantía de las condiciones para una democracia plena. Queda ver cómo pueden interactuar estos elementos de manera que se potencien unos a otros en una estrategia en que las políticas públicas puedan cumplir con las exigencias de crecimiento económico y las demandas de mayor democracia para lograr reducir la desigualdad social vigente. Evidentemente esta no es una tarea pequeña, sino más bien muy compleja, pero ya es un paso fundamental el dedicarse a encararla en vez de desestimarla de antemano. En este trabajo sólo podremos avanzar en algunas ideas orientadoras que será necesario desarrollar más adelante y adecuar de acuerdo a la dinámica de las coyunturas específicas. 

La proposición que intentaré desarrollar aquí es que con el derrumbe de la hegemonía que el pensamiento único neoliberal mantuvo en América Latina, llevando a los gobiernos a aplicar sus políticas – y que han traído como consecuencias haber pasado a ser la región donde más creció la pobreza en el mundo – nos damos cuenta que en realidad, en los países que han crecido sostenidamente durante estos años, la intervención estatal ha tenido un papel fundamental implicándose fuertemente en las condiciones para generar una mayor productividad económica.  Además, en los países desarrollados, más allá de algunos ajustes fiscales y del desprendimiento de algunos servicios públicos, continúa existiendo un estado fuertemente controlador del proceso productivo que mantiene los patrones de seguridad social del Estado de Bienestar. ¡Ya sé, quieren volver al ’45! – pareciera ser la opinión de muchos cuando se plantean estos argumentos. Pero para nada tiene que ver con esto. Al contrario, es importante lograr entender cuáles son las diferencias existentes entre las condiciones en las que se organizó el Estado de Bienestar - fundamentalmente europeo - y las que se dieron en argentina desde la pos guerra, a este modelo se lo denominó Estado populista y suele tomarselo como una variante del primero. Sin embargo, los acontecimientos históricos en el primer caso estuvieron dados por una serie de conquistas de derechos que el Estado fue otorgando. T.H.Marshall a sintetizado de la siguiente manera esta secuencia: primero el Estado generó una fuerte tradición en garantizar los derechos ciudadanos – igualdad ante la ley sin ningún tipo de discriminación – luego se consiguieron los derecho políticos – sufragio universal - y por último los sociales –seguridad social. De esta secuencia, lo central son los primeros derechos, ya que  la igualdad ante la ley implicó un desarrollo sobre la autonomía de los individuos. De esta forma, ellos fueron desarrollando sus capacidades y organizándose para conseguir la demás serie de derechos por sí mismos, mediante la autoorganización colectiva y democrática. Se logró así, a pesar de salir diezmados económicamente de la segunda guerra mundial, reestablecer el desarrollo industrial y económico en un tiempo sorprendente. En contraposición, en el caso Argentino, siguiendo a O´Donnell, primero se otrorgaron algunos beneficios sociales, fundamentalmente desde la primera presidencia de Perón, luego los políticos – 1952 sufragio universal de hombres y mujeres – y tercero, aún hoy, derechos civiles implantados de manera sesgada e intermitente. De esta forma, si bien se partió de una situación prolífica de abundancia en la posguerra, la ciudadanía fue siempre dependiente de un estado con tintes paternalistas que, como vimos, aún perduran.  

En consecuencia, si vemos estos ejemplos podemos entender cómo la garantía de los derechos ciudadanos en tanto iguales ante la ley es una variable central en el desarrollo de un país y esto por dos razones: 1. refuerza la confianza de una sociedad con capacidad de prever que los arreglos institucionales que el estado garantiza serán cumplidos, con lo que se generan condiciones de planificación que necesitan los agentes económicos para invertir en procesos productivos, 2. genera las pautas para que la democracia pueda desarrollarse en función de la exigencia por medio de canales institucionales de mejoras sociales, legitimando al “estado para la nación”.

Ciertamente, en Argentina tenemos un problema respecto de los modelos que han perdurado en los países desarrollados y esto tiene que ver con los bajos niveles de los cuales partimos en términos de PBI, infraestructura, industrialización y productividad que puedan hacer posibles una serie de instituciones sociales consolidadas como las que allí si se presentan. Sin embargo, mas que medir las potencialidades del desarrollo económico en términos de la cuantificación de los factores clásicos de producción (capital tierra y trabajo), creemos que lo fundamental son los arreglos institucionales y culturales que organicen un modo de integración política y económica bajo los cuales estos factores operen. Para la consecución de una estrategia de desarrollo económico armónico y sostenido en el país, se tendrían que estructurar seis sistemas institucionales(16): 

1. derechos de propiedad, las normas que regulan el derecho de propiedad deberían hacerlo considerando que existe un interés público(17) por encima de los intereses particulares. Por lo tanto deberían promoverse en algunos contextos, políticas asociativas entre capital y trabajo compartiendo dividendos para fomentar la productividad. Por otro lado se debería regular la explotación de recursos naturales estratégicos que tienen altos impactos medioambientales.

2. regulación de los mercados, el estado tiene establecer normativas para que los agentes no puedan manipular los mercados, ya sea por una situación monopólica que determine la formación de precios, el flujo de información o la apropiación de “externalidades tecnológicas”. Solo la regulación estatal puede frenar estas tendencias para mantener una competencia libre entre los agentes que concurren al mercado.

3. establización económica, si bien todos festejamos el crecimiento económico de estos dos últimos años, no es conveniente pegar saltos tan abruptos entre crecimiento y recesión. En este sentido, hay que suavizar el ciclo económico para estabilizar un índice de crecimiento sostenido sin caer en los vaivenes típicos de la economía argentina. Para esto se necesitan políticas anticíclicas que permitan programar las fluctuaciones macroeconómicas.

4. protección social, necesitamos redes de seguridad socioeconómicas que garanticen a todos los ciudadanos el acceso a los elementos necesarios para satisfacer las necesidades humanas básicas. Estas redes se organizaron durante mucho tiempo a partir del “salario indirecto” que complementaba la remuneración de los trabajadores de menos recursos. Pero dada la situación actual en la que el trabajo formal es más bien la excepción que la norma, es necesaria una distribución de renta que se otorgue independiente de la relación salarial, ya que no es culpa de los ciudadanos que la organización social no demande tantos empleos como población económicamente activa esté buscando. Por eso deberían privilegiarse mecanismos de asignaciones universales que garanticen condiciones mínimas para todos los ciudadanos. Estos mecanismos redistributivos tienen la ventaja de romper con las redes clientelísticas y con dependencias de burocracias que controlen el acceso a los beneficios. Además mantienen la dignidad de los beneficiarios que bajo esta forma no están obligados a exhibir credencial de pobres.

5. administración del conflicto social, generar regulaciones laborales, de defensa al consumidor en temas sensibles como los servicios públicos, audiencias públicas, etc. a los fines de consensuar con los sectores productivos de bienes y servicios en qué materias realizar inversiones.

6. integración internacional. Generar una apertura gradual no solo económica sino también social, cultural y política con los países del MERCOSUR puede llevar a posicionar a la región desde un punto más beneficioso en la escena internacional. Pero para esto hay que avanzar gradual y armónicamente, equiparando las condiciones macroeconómicas, sociales y culturales, avanzando a una integración política efectiva.

Como aclaramos al principio, estas son estrategias orientadoras para establecer nuevas instituciones políticas y económicas bajo las cuales puedan cooperar los distintos agentes sociales en un proyecto de desarrollo sostenido. Si bien hay estudios que profundizan sobre estas iniciativas no tenemos espacio aquí para desarrollar cada uno de estos grupos institucionales, por lo que quedan planteados más problemas que soluciones. Sin embargo nuestro trabajo debería ser el de problematizarnos por intentar llevar adelante esta serie de objetivos en vez de comprar soluciones prefabricadas que no dan cuenta de la especificidad de nuestro país. Quedan temas complejos que aquí ni se han mencionado tales como el peso de la deuda externa, el grado de desindustrialización con el que partimos, la falta de avances tecnológicos, los grandes contingentes de fuerza laboral poco calificada o sin ninguna experiencia en el ámbito industrial, etc. 

Pero aún de desgracias peores se puede salir si enfocamos las causas, afrontamos los desafíos y nos proponemos metas para construir otra Argentina posible.

Pedro Martín María. Marzo 2005 
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